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Medidas generales de prevención. Implementación del DNU 235/21. 
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VISTO los Decretos Acuerdo de Necesidad y Urgencia N° 125/21 y N° 235/21 del 8 de abril de 2021, 
dictados por el Poder Ejecutivo Nacional, y 
CONSIDERANDO: 
Que el Decreto Acuerdo de Necesidad y Urgencia citado en primer término prorrogó la 
emergencia sanitaria dispuesta por Ley 27.541 y ampliada por el decreto 260/20, hasta el 31 de 
diciembre de 2021. 
Que por su parte el DNU N° 235/21 estableció medidas generales de prevención y disposiciones 
locales y focalizadas de contención, basadas en evidencia científica y en la dinámica 
epidemiológica, que deberán cumplir todas las personas, a fin de mitigar la propagación del virus 
SARS-CoV-2 y su impacto sanitario, hasta el 30 de abril de 2021, inclusive. 
Que el mismo se dictó con el fin de disminuir el impacto de la segunda ola en nuestro país, y 
sostiene que, se deben adoptar concomitantemente las medidas sanitarias y de prevención 
destinadas a mitigar la transmisión, así como el proceso de vacunación de la población, y que 
resulta fundamental que todas las actividades se realicen de conformidad con los protocolos 
aprobados por las autoridades sanitarias nacional, provinciales o de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, incorporándose a estos los requisitos adicionales o modificatorios allí dispuestos. 
Que el DNU 235/21 toma como antecedentes las evidencias brindadas por los guarismos allí 
señalados, el análisis de los indicadores epidemiológicos de todas las zonas del país, la consulta 
efectuada a los expertos y las expertas en la materia, al diálogo mantenido con los Gobernadores y 
las Gobernadoras de Provincias, con el Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
con las Intendentas y los Intendentes, y se dicta en el marco del Plan Estratégico desplegado por el 
Estado Nacional, entendiendo que siguen conviviendo distintas realidades que deben ser 
abordadas de forma diferente, en materia epidemiológica, en nuestro país. 
Que las medidas de prevención que se allí se deciden, para tener impacto positivo, deben 
sostenerse en el tiempo e implican no solo la responsabilidad individual sino también la colectiva. 
Que, en otro orden de ideas, las personas contagiadas de COVID-19 pueden ser asintomáticas o, 
en forma previa al inicio de síntomas pueden transmitir la enfermedad. 
Que el virus SARS-CoV-2 se propaga muy fácilmente y de manera continua entre personas y 
cuanto más cercana y prolongada es la interacción entre ellas, mayor es el riesgo de contagio. 
Que los espacios cerrados, sin ventilación, facilitan la transmisión del virus. 
Que un número importante y creciente de casos se origina a partir de la transmisión en eventos 
sociales en los cuales la interacción entre personas suele ser más prolongada, con mayor cercanía 
física y en ambientes inadecuadamente ventilados. En efecto, las personas tienden normalmente a 
relajar las medidas de prevención en dichas reuniones y se confirma que, con el transcurrir del 



tiempo, se relaja el distanciamiento físico, la utilización de tapabocas/barbijo y la ventilación de 
ambientes. 
Que los encuentros con personas no convivientes en lugares cerrados pueden facilitar la 
propagación de la enfermedad a partir de un caso, a múltiples domicilios, generando de este 
modo diversas cadenas de transmisión, lo que aumenta exponencialmente los contactos 
estrechos, posibles transmisores del virus. 
Que la realización de actividades en espacios abiertos reduce el riesgo de transmisión de la 
enfermedad, pero esto no es suficiente. En efecto, la realización de tales actividades debe 
acompañarse de todas las medidas recomendadas de prevención para evitar posibles rebrotes. 
Que las medidas conocidas para desacelerar la propagación del virus SARS-CoV-2 son, 
principalmente, la ventilación constante de los ambientes, el respeto a las medidas de 
distanciamiento físico (mantener una distancia segura entre personas), el lavado de manos 
frecuente y la utilización de tapabocas/barbijo. 
Que para disminuir la circulación del virus se deben cortar las cadenas de transmisión, lo cual se 
logra a partir del aislamiento de los casos y de la detección de contactos estrechos, con 
restricciones sanitarias y detección temprana de casos sintomáticos. 
Que en la estrategia de control de COVID-19 es fundamental orientar las políticas sanitarias a la 
atención primaria de la salud, con el diagnóstico oportuno, ya sea a través del laboratorio o por 
criterios clínico/epidemiológicos, y a partir de esto llevar a cabo las acciones de control de foco. 
Que, a partir de la experiencia nacional e internacional, se ha podido establecer cuáles son las 
actividades que pueden aumentar el nivel de riesgo de transmisión del virus y que ese nivel de 
riesgo depende de la cantidad de personas participantes, del cumplimiento de las medidas de 
cuidado y de la implementación y cumplimiento de protocolos estrictos. 
Que, habiendo transcurrido poco más de un año desde la notificación del primer caso en el país, y 
en virtud de la experiencia recogida, se han logrado identificar las actividades que implican mayor 
riesgo y la modificación de la dinámica de contagios en la actualidad. 
Que la dinámica actual de la transmisión y la aparición de nuevos casos se origina principalmente 
en actividades sociales y recreativas nocturnas que implican contacto estrecho prolongado, en 
espacios cerrados con escasa ventilación o abiertos con aglomeración de personas que dificultan 
el uso de tapabocas/nariz y el mantenimiento de la distancia física, y conllevan alto riesgo de 
transmisión, en especial en los grupos de personas que luego se constituyen en agentes de 
contagio hacia los grupos de mayor riesgo. 
Que, asimismo, esta situación se puede ver agravada por el consumo de alcohol ya que el mismo 
facilita el relajamiento del cumplimiento de las reglas de conducta y distanciamiento. 
Que todas las medidas adoptadas por el Estado Nacional, desde la ampliación de la emergencia 
pública en materia sanitaria realizada mediante el Decreto N° 260/20 y prorrogada por el Decreto 
N° 167/21, se encuentran en consonancia con lo establecido por el Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos. 
Que el presente decreto se dicta con el fin de contener y mitigar la propagación de la epidemia de 
COVID-19 con la finalidad de preservar la salud pública, adoptándose en tal sentido medidas 
proporcionadas a la amenaza que se enfrenta, en forma  sectorizada, razonable y temporaria. 
Que, en efecto, no se trata solo de la salud de cada una de las personas obligadas a cumplir las 
medidas de protección sanitaria dispuestas en forma temporaria, sino de la totalidad de los y las 
habitantes en su conjunto, ya que la salud pública, por las características de contagio del virus 
SARS-CoV-2, depende de que cada uno y cada una de nosotros y nosotras cumpla con ellas, como 
la forma más eficaz para cuidamos como sociedad. 
Que, en el entendimiento de que las medidas llevadas a cabo por el Poder Ejecutivo Nacional, de 
contención y mitigación de la propagación de la epidemia de COVID-19, la Provincia dictó el DNU 



N° 1/1 del 13 de marzo de 2020, ratificado por Ley 9226, declarando la Emergencia Epidemiológica 
en todo el territorio Provincial, y suscribió, mediante los DNU N° 2/1-2020, N° 4/1-2020, N° 6/1-
2020, N° 8/1-2020, N° 9/1-2020, N° 10/1-2020, N° 11/1-2020, N° 13/1-2020, N° 15/1-2020, N° 
17/1-2020, N° 18/1-2020, N° 19/1-2020, N° 20/1-2020, N° 21/1-2020, N° 22/1-2020, N° 23/1-2020, 
N° 24/1-2020, N° 1/2021, N° 2/2021 y N° 3/2021 a todas las disposiciones dictadas en ese sentido, 
sus prórrogas y modificatorias. 
Que la Provincia comparte los argumentos con que se funda el DNU N° 235/21 en cuanto a que las 
medidas dispuestas resultan necesarias para proteger la salud pública, y razonables y 
proporcionadas con relación a la amenaza y al riesgo sanitario que enfrenta nuestro país. 
Que, a fin de garantizar la operatividad del Decreto Acuerdo de Necesidad y Urgencia N° 235/21 
en todo el territorio de la Provincia, resulta necesario el dictado del presente instrumento. 
Que, en virtud de lo expuesto, la premura con que resulta necesario actuar en estas circunstancias 
excepcionales deviene imposible seguir los trámites ordinarios para la sanción de las leyes y 
justifica recurrir al dictado de un Decreto Acuerdo de Necesidad y Urgencia, cuya existencia tiene 
apoyatura Constitucional en nuestro medio legal, a través del artículo 101, Inc. 2° de la 
Constitución Provincial 
Por ello 
El Gobernador de la Provincia en  
Acuerdo de Ministros  
Decreta: 
 
Artículo 1°.- Tómase conocimiento del Decreto Acuerdo de Necesidad y Urgencia N° 235/20 del 8 
de abril de 2021, del Poder Ejecutivo Nacional, que establece medidas generales de prevención y 
disposiciones locales y focalizadas de contención, que deberán  cumplir todas las personas, a fin 
de mitigar la propagación del virus SARS-CoV-2 y su impacto sanitario, hasta el 30 de abril de 2021, 
inclusive. 
Art. 2°.- Encomiéndase al Comité Operativo de Emergencia de Tucumán el dictado de las 
disposiciones reglamentarias relativas a lo dispuesto en los artículos 17° y 19° del DNU N° 235/21,  
así como el dictado de los protocolos previstos 22° (Acompañamiento de Pacientes) de la misma 
norma. Será, asimismo, tarea del mencionado Comité la revisión y readecuación, en el caso que 
hiciera falta, de los protocolos ya aprobados, en atención a la evolución de los parámetros 
epidemiológicos y a las recomendaciones del Ministerio de Salud Pública. 
Art. 3°.- Instrúyase al Ministerio de Seguridad de la Provincia a llevar adelante las medidas 
necesarias para garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 23 y concordantes del 
DNU N° 235/21. 
Art. 4°.- Remítase a consideración de la Honorable Legislatura de la Provincia, conforme a lo 
establecido por el artículo 101, inciso 2° de la Constitución Provincial. 
Art. 5°.- El presente Decreto Acuerdo de Necesidad y Urgencia será refrendado por los Señores 
Ministros de Gobierno y Justicia, de Seguridad, de Economía, de Desarrollo Productivo, de Salud 
Pública, de Educación, de Desarrollo Social, de Interior y firmado por la señora Secretaria General 
de la Gobernación. 
Art. 6°.- Dése al Registro Oficial de Leyes y Decretos, comuníquese, publíquese en el Boletín Oficial 
y archívese. 


